SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN

 

Formulación de la doctrina.

 

Caracterización general.

 


La supremacía de la constitución tiene dos sentidos. En un sentido fáctico, propio de la constitución material, significa que dicha constitución material es el fundamento y la base de todo el orden jurídico - político de un estado. Pero el sentido con el que el constitucionalismo utiliza la noción de supremacía constitucional es otro. Apunta a la noción de que la constitución formal, revestida de supralegalidad, obliga a que las normas y los actos estatales y privados se ajusten a ella. Ello envuelve una formulación de deber - ser; todo el orden jurídico - político del estado debe ser congruente o compatible con la constitución.


La supremacía constitucional supone una graduación jerárquica del orden jurídico derivado y todo el conjunto debe subordinar a la 

constitución.


El principio de supremacía se vincula con la teoría del poder constituyente, y con la tipología de la constitución escrita y rígida. En efecto, la constitución es establecida por un orden constituyente.

 

 

El control de constitucionalidad.
 


Los actos infractorios de la constitución son inconstitucionales. Se debe establecer un remedio para restaurar la supremacía constitución violada.


Por eso, la doctrina de la supremacía pasa de inmediato a forjar el control o la revisión constitucionales, como mecanismo que, verifica si están o no de acuerdo con ella, y en caso  de no estarlo, los declaran inconstitucionales. 

Por un lado, el tipo constitucional escrito y rígido de nuestra constitución proporciona las bases para afirmar la supremacía de la constitución formal; por otro, la misma constitución consigna un orden de prelación en su artículo 31, encabezando con “esta constitución”.

Dada la estructura federal de nuestro estado, la supremacía constitucional reviste un doble alcance: a) la constitución prevalece sobre todo el orden jurídico - político del estado; b) la constitución, en cuanto federal, prevalece también sobre todo el derecho provincial.. De ahí que el artículo 5 reconozca a las provincias la competencia de dictar sus constituciones, pero trazándoles un contorno: “bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la constitución nacional, y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal y la educación primaria”.

 

 

Materias controlables.

 

Nadie niega que la constitución debe prevalecer sobre todo  el orden jurídico –político del estado.  En cambio, hay doctrina y jurisprudencia que niegan el control en algunas materias. Esto significa que, para teles materias exentas de control de constitucionalidad, si bien se afirma el principio de la supremacía constitucional, no se remedia la eventual violación a la misma. Las materias controlables son:

a) a)       Las constituciones provinciales. Su control funciona en el derecho vigente.

b) b)       Las leyes. Su control funciona en el derecho vigente.

c) c)       Los tratados internacionales. Su control funciona en el derecho vigente.

d) d)       Los decretos y reglamentos. Su control funciona en el derecho vigente.

e) e)       Los actos políticos y de gobierno. Su control no funciona en el derecho vigente, en el que queda inhibido por aplicación de la doctrina de las cuestiones políticas no judiciables.
f) f)         Los actos administrativos individuales. Su control funciona en el derecho vigente.

g) g)       Las sentencias. Su control funciona en el derecho vigente.

h) h)       La reforma de la constitución, como competencia del poder constituyente derivado. Su control no funciona en el derecho vigente, en el que queda inhibido por aplicación de la doctrina de las cuestiones políticas no judiciables.

i) i)         La actividad de los particulares. Su control funciona en el derecho vigente.

De este repertorio deducimos un triple agrupamiento de materias: 

I) I)                     Actividad del poder estatal: incisos a) a g) inclusive, con las reservas expuestas en el inciso e).

II) II)                   Actividad privada de los particulares: inciso h).

III) III)                  Actividad del poder constituyente derivado: inciso i).

 

 

Sistemas de control.
 

A) A)      Por el órgano que toma a su cargo el control, los dos sistemas principales son: 

a) a)       El político, en el que dicho control está a cargo de un órgano político.

b) b)       El jurisdiccional, en el que dicho control se moviliza dentro de la administración de justicia o poder judicial. Puede a su vez subdividirse en: b`) difuso, cuando cualquier órgano jurisdiccional pueden ejercer el control ( ej.: Estados Unidos); b``) concentrado, cuando hay un órgano jurisdiccional único y específico, al que se reserva la competencia exclusiva de ejercer el control ( ej.: Italia  y Uruguay).

 

B) B)      Las vías procesales mediante  l as cuales puede provocarse el control constitucional de tipo jurisdiccional son:

a) a)       La vía directa, de acción o de demanda, en la cual el proceso se promueve con el objeto de atacar la presunta la inconstitucionalidad de una norma o un acto.

b) b)       La vía indirecta, incidental o de excepción, en la cual la cuestión de constitucionalidad se articula en forma incidental dentro de un proceso cuyo objeto principal no es la posible declaración de inconstitucionalidad, sino otro distinto.

c) c)       La elevación del caso efectuada por el juez  que está conociendo de un proceso, a un órgano especializado y único para que resuelva si la norma que debe aplicar es o no inconstitucional.
Dentro de la vía directa cabe la variante de la llamada acción popular, en el cual quien demanda puede ser cualquier persona, aunque no sufra agravio con la norma impugnada.

En la vía directa, es evidente que siendo el objeto del proceso el mismo control de constitucionalidad, tal control se ejerce a petición de parte, que es la que promueve la acción o demanda de inconstitucionalidad.

En la vía indirecta, como el objeto del proceso no es el control de constitucionalidad, dicho control se inserta en el proceso incidentalmente, y para ejercerse pueden sostenerse dos posiciones: a) que el juez de la causa controle la constitucionalidad de las normas que va a aplicar sin que nadie se lo requiera, y que en su caso declare también la inconstitucionalidad sin petición de parte; b) que el juez de la causa no controle la constitucionalidad de las normas que va a aplicar ni declare la inconstitucionalidad sino a condición de que medie petición de parte.

En el caso del juez que en el curso del proceso eleva a resolución del órgano jurisdiccional único la consulta sobre la constitucionalidad de la norma que dicho juez debe aplicar al dictar su sentencia, caben también las dos variantes que se explicaron en la vía indirecta: a) que eleve la causa sin petición de parte, es decir, de oficio, porque el propio juez observa la presunta inconstitucionalidad de la norma a aplicar, y como el control está reservado, en jurisdicción concentrada, a un órgano especializado, debe necesariamente remitirla la causa; b) que eleve la causa en la misma forma, porque se lo ha pedido parte interesada.

Interesa averiguar cuál es el sujeto que está legitimado para provocar el control. Este sujeto puede ser:

a) a)       El titular de un derecho o un interés legítimo que padece agravio por una norma o un acto inconstitucionales.

b) b)       Cualquier persona, en cuyo caso la vía es directa y se llama acción popular.

c) c)       Un tercero que no es titular de un derecho o un interés legítimo personalmente afectados, pero que debe de algún modo cumplir la norma presuntamente inconstitucional, que no lo daña a él pero que daña a otros relacionados con él.

d) d)       El propio juez de la causa que la eleva en consulta al órgano encargado del control para que resuelva si la norma que ese juez debe aplicar en su sentencia es o no constitucional.


C) C)      Los efectos del control pueden agruparse en dos grandes rubros:

a) a)       cuando la sentencia declarativa de inconstitucionalidad sólo implica no aplicar la norma en el caso resuelto, el efecto es limitado, restringido o ínter partes, dejando subsistente la vigencia de la norma fuera de ese caso;

b) b)       cuando la sentencia invalida la norma declarada inconstitucional más allá del caso, el efecto es amplio, erga omnes o extra partes. Este efecto puede revestir dos modalidades: b`) que la norma inconstitucional quede automáticamente derogada; o, b``) que la sentencia irrogue la obligación de derogar la norma inconstitucional por parte del órgano que la dictó

 

 

Sistemas de control en nuestro derecho constitucional (federal y provincial).
 


En el derecho constitucional federal de nuestro país, se puede sistematizar el control de la siguiente manera:


a) En cuanto al órgano que lo ejerce, el sistema es jurisdiccional difuso, porque todos los jueces pueden llevarlo a cabo, sin perjuicio de llegar a la Corte Suprema como tribunal último por vía del recurso extraordinario legislado en el artículo 14 de la ley 48.


Sólo el poder judicial tiene a su cargo el control.

b) En cuanto a las vías procesales utilizables, existe vía indirecta, incidental o de excepción.

         c) Como sujeto legitimado para provocar el control, la Corte Suprema sólo reconoce al titular actual de un derecho que se pretende ofendido.


d) En cuanto al efecto, la sentencia declarativa de inconstitucionalidad se limita al caso resuelto, descartando la aplicación de la norma a las partes intervinientes en él, y dejando subsistente su vigencia fuera del caso.


En el derecho constitucional provincial se encuentran algunos caracteres diferenciales.

a) a)       En cuanto al órgano, el sistema es siempre jurisdiccional difuso. Pero en las provincias donde existe, además de vía indirecta, la vía directa o de acción, ésta debe articularse ante el Superior Tribunal provincial, con lo cual se tiene también un sistema jurisdiccional concentrado. En consecuencia, podemos decir que para la vía indirecta el sistema es jurisdiccional difuso, y para la directa, jurisdiccional concentrado.

b) b)       En cuanto a las vías, muchas provincias  admiten la vía directa, de acción o de demanda.
c) c)       En cuanto a los efectos, hallamos asimismo en algunas el efecto amplio o erga omnes, que produce la abrogación de la norma declarada inconstitucional.
 

 

 Marco de condicionamiento y bases de control.
 

 


En primer lugar, hace falta una causa judiciable. Nuestro control se 

ejerce en el marco de un proceso judicial, y se expresa a través de la forma normal de pronunciamiento de los jueces, que es la sentencia.


La exigencia de causa judicial de entenderse en el siguiente modo: a) como el juez requiere que su jurisdicción sea incitada, no puede actuar de oficio; b) como la jurisdicción incitada da normalmente origen al proceso, la forma habitual de pronunciamiento judicial es la sentencia; c) en consecuencia, se detrae al juez todo lo que sea: consulta, dictamen, declaración teórica o general o abstracta. En suma, no puede ejercerse el control de constitucionalidad sin causa judiciable o al margen de la misma.


Además de causa judiciable hace falta que la ley  o el acto presuntamente inconstitucionales causen gravamen al titular actual de un derecho. Por titular actual se entiende quien realmente ostenta un interés personal y directo comprometidos por el daño al derecho subjetivo.


El agravio constitucional no puede invocarse o el control no puede ejercerse cuando:

a) a)          el agravio deriva de la propia conducta discrecional del interesado;

b) b)          ha mediado renuncia a su alegación;

c) c)          quien formula la impugnación se ha sometido anteriormente sin reserva alguna al régimen jurídico que ataca;

d) d)          quien formula la impugnación no es titular del derecho presuntamente lesionado;

e) e)          no subsiste el interés personal en la causa.

La jurisprudencia exige que en la causa medie petición de parte interesada. El titular del derecho agraviado debe pedir la declaración de inconstitucionalidad, por eso el control no procede de oficio. El juez no puede conocer ni decidir cuestiones que las partes no le han propuesto. Si el titular del derecho no peticiona el control de constitucionalidad, se presume la renuncia al derecho agraviado.

También en orden a este principio de la petición de parte, hay algunas excepciones que confirman la regla. La Corte considera que sin necesidad de petición de parte, puede declararse de oficio en causa judiciable la inconstitucionalidad de normas que alteran los límites de su propia competencia. Se puede decir, entonces, que cuando una cuestión se vincula directamente con la distribución de funciones entre los poderes del estado, la jurisprudencia reconoce la viabilidad del control de constitucionalidad sin petición de parte interesada.

 

Alcances del control.

 

a) a)         No se juzgan ni se controlan en su constitucionalidad las cuestiones políticas, ej.: la declaración del estado de sitio.

b) b)         El poder judicial tampoco incluye en el control de constitucionalidad la revisión de los propósitos del legislador, de la conveniencia, oportunidad, acierto o eficacia de la ley o de los criterios de su autor.

c) c)         El poder judicial no entra a juzgar del modo o procedimiento formal como se ha dictado la ley.

d) d)         Dado que las leyes y los actos estatales se presumen válidos y, por ende, constitucionales, la declaración de inconstitucionalidad sólo se emite cuando la incompatibilidad con la constitución es absoluta y evidente.
e) e)         El control de constitucionalidad alcanza a la razonabilidad de normas y de actos, o sea, a la verificación de la proporción entre el fin querido y la medida adoptada para lograrlo. Lo razonable es lo opuesto de lo arbitrario.
 

 

 

 

 

Otros mecanismos de la supremacía constitucional.

 

El orden jurídico federal prevalece sobre el orden jurídico provincial, incluso sobre las constituciones provinciales. Es una exteriorización de la relación de subordinación propia de nuestra forma federal de estado, que aparece en los artículos 5 y 31 de la Constitución.

Aparte del control judicial de constitucionalidad, y de su corolario que es el recurso extraordinario ante la Corte Suprema, la constitución arbitra otros mecanismos: a) hace a los gobernadores de provincia “agentes naturales del gobierno federal” para hacer cumplir la constitución y las leyes de la nación; b) el uso de la fuerza armada “cuando lo exija la ejecución de las leyes de la nación”; c) la declaración del estado  de sitio en territorios provinciales cuando haya peligro en ellos; d) la intervención federal en territorios provinciales cuando concurran los supuestos del artículo 6.

Los órganos del poder distintos del poder judicial están también obligados a respetar la supremacía de la constitución cada vez que ejercen sus competencias. Si bien no pueden declarar la inconstitucionalidad, pueden en casos excepcionales dejar de cumplir normas o actos evidentemente inconstitucionales. Deben verificar si las normas o actos que van a emitir o a cumplir se ajustan a la constitución, y abstenerse cuando consideran que se oponen.

 

 

LA SUPREMACÍA EN RELACIÓN CON EL DERECHO  INTERNACIONAL.

 

 


Dentro del rubro  de la supremacía constitucional se debe abordar la relación entre el derecho constitucional y el derecho internacional público.

La primera relación se traba entre la constitución y el derecho internacional. ¿Qué prevalece?


El monismo absoluto coloca al derecho internacional por encima de la constitución; es decir, facilita la supremacía del derecho internacional.


En nuestro régimen el derecho internacional jamás puede prevalecer sobre la constitución.


La supremacía de la constitución no cede al derecho internacional público.


Nuestra Corte ha seguido la regla de la Corte de los Estados Unidos, donde se ha dicho que un tratado anterior puede ser modificado o derogado por ley posterior, y que un tratado puede también prevalecer sobre una ley anterior.

RECURSO EXTRAORDINARIO.
 

 

 


Si bien nuestro sistema de control constitucional es jurisdiccional difuso en cuanto al órgano – porque todos los jueces lo tienen a su cargo – hay una última vía para derivarlo también a una última instancia, que es la Corte Suprema de Justicia. Tal vía se conoce como Recurso Extraordinario. 


Es una vía excepcional, mediante la cual no se provoca una instancia ordinaria o común de revisión, sino una revisión constitucional.  
Al no tratarse de una apelación ordinaria sino extraordinaria, la competencia de la Corte queda limitada por la propia materia del recurso. 


Dicha materia se conoce como “cuestión constitucional”. 


La base de este recurso, asigna a la Corte y a los tribunales inferiores del poder judicial federal la competencia para entender en todas las causas que versen sobre puntos regidos por la constitución, las leyes del Congreso y los tratados internacionales.
 

 

Cuestión constitucional.
 


La cuestión constitucional comprende dos grandes rubros:

a) a)       La mera y pura interpretación de normas y actos federales.
b) b)       Los conflictos de constitucionalidad.
Las cuestiones de interpretación se llaman simples; las que versan sobre conflictos, complejas.

A) Las cuestiones federales simples recaen sobre la interpretación de:

a) a)       La constitución federal.

b) b)       Las leyes federales.

c) c)       Los tratados internacionales.

d) d)       Las reglamentaciones de las leyes federales.

e) e)       Otras normas federales.

f) f)         Los actos federales de las autoridades del gobierno federal.   

B) Las cuestiones federales complejas implican siempre un conflicto en el que se discute la compatibilidad de una norma o de un acto con la constitución. Estas cuestiones se dividen, a su vez, en dos clases:

a) a)       Cuestión federal compleja directa.
b) b)       Cuestión federal compleja indirecta.
Las cuestiones federales complejas directas envuelven un conflicto entre: la constitución federal y:

a) a)       Una ley nacional.

b) b)       Un tratado.

c) c)       Otra norma nacional.

d) d)       Un acto de autoridad federal.

e) e)       Una norma provincial.

f) f)         Un acto de autoridad provincial.

g) g)       Una norma o un acto de autoridad local.

En estas cuestiones el recurso procede aunque la norma o el acto conflictivo con la constitución tengan naturaleza común o local.

Las cuestiones federales complejas indirectas envuelven un conflicto entre normas o actos federales, o entre normas o actos federales y locales, que indirectamente lesionan la constitución federal. Los supuestos son variados:

a) a)       Conflicto entre normas o actos de autoridad federales.

b) b)       Conflicto entre normas federales y locales.

c) c)       Conflicto entre normas nacionales de derecho común y normas provinciales.

d) d)       Conflicto entre normas federales y actos provinciales.

e) e)       Conflicto entre actos federales y normas provinciales.

f) f)         Conflicto entre actos federales y actos provinciales.

Le son extrañas: 
a) a)       Las cuestiones de derecho común.
b) b)       Las cuestiones de hecho y prueba.
 

 

Requisitos.
 


Entre los requisitos formales de procedencia del recurso extraordinario cabe mencionar:

a) a)       La necesidad de que exista juicio.
b) b)       La necesidad de que en ese juicio se ventile una cuestión judiciable.
c) c)       La necesidad de que en el juicio y sobre la cuestión judiciable haya recaído una sentencia definitiva dictada por el superior tribunal de la causa.

De todos estos recaudos surge que el de existencia de juicio puede satisfacerse con cualquier tipo de juicio: ordinario, ejecutivo, de apremio, procedimientos especiales, universal, penal.

El requisito de la sentencia se refiere a las decisiones de los órganos judiciales. Pero “sentencia” dictada por un tribunal de justicia se interpreta en sentido amplio, comprendiendo además, las sentencias de tribunales militares, y las decisiones de la administración.

Debe tratarse de sentencia definitiva emanada del tribunal superior de la causa. Por tribunal superior se entiende: un tribunal de instancia única; que tenga competencia para decidir la cuestión federal, que cumpla funciones análogas a la de los jueces, e irreversibles judicialmente.

La sentencia debe causar gravamen, y el recurso debe ser promovido por el titular del derecho que se dice agraviado, siempre que tenga interés actual y real.
La cuestión constitucional articulada en el juicio ha de guardar relación directa con la materia del mismo juicio.

 

 

 

Casos de interés institucional.
 


La Corte abre el recurso extraordinario en cuestiones que sean de interés o gravedad institucional. Aquí los requisitos formales son dejados de lado.

